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	Resulta responsable el organizador deportivo del Campeonato Argentino de Karting por los daños y perjuicios ocasionados a un asistente quien fuera embestido por un karting conducido por un menor de edad, imputándole asimismo al actor el 50% de la responsabilidad, puesto que actuó con culpa propia, por no observar los recaudos correspondientes a la zona especial en la que se encontraba cuando sufrió el accidente


	Sumario:

	 

	1.-Corresponde responsabilizar al organizador deportivo de un espectáculo por los daños y perjuicios ocasionados a un asistente al espectáculo por deficiencia en el deber de control y seguridad. No obstante, asimismo corresponde imputar al asistente que sufre los daños y perjuicios el cincuenta por ciento de la responsabilidad, puesto que actuó con culpa propia, por no observar los recaudos correspondientes a la zona especial en la que se encontraba cuando sufrió el accidente. 

2.-El organizador de un espectáculo deportivo asume una obligación de seguridad respecto de los espectadores fundamentalmente basada en la ley 23184 
 aunque también asume una obligación tácita sustentada en el art. 1198 
 CCiv. respecto de los deportistas mismos o de los árbitros y del personal auxiliar que coadyuva al desarrollo del espectáculo mismo entre los que se encuentran también los banderilleros y mecánicos en las competencias automovilísticas y alcanza incluso a aquellos que ni siquiera han ingresado al estadio respectivo en casos en que se demuestra una relación de causalidad adecuada con el evento deportivo y que tiene sustento autónomo en el art. 42 
 CN. 

3.-La víctima de un daño originado en un espectáculo deportivo -tanto desde el punto de vista espacial como temporal- debe solamente probar el daño sufrido y la relación causal. Por su parte, el organizador del espectáculo se libera mediante la prueba de la culpa de la víctima, el caso fortuito y, con ciertas restricciones, el acto de un tercero por quien no debe responder. 

4.-La obligación tácita de seguridad impone al organizador la ejecución de un conjunto de prestaciones concretas que -en este de tipo de deportes- deben desarrollarse para la protección de la integridad física de los participantes, auxiliares y espectadores en relación a los daños que eventualmente causen los móviles que se desplazan a altas velocidades. Una de estas prestaciones se desarrolla en la calle de detención de los kartings que obviamente debe tener un acceso restringido a fin de facilitar la aceitada ejecución de las labores auxiliares sin peligro para los participantes y auxiliares. Esta prestación se despliega en dos ámbitos; uno estático cual es el adecuado diseño previo de la calle y de los accesos y el otro dinámico consistente en la custodia mediante personal de seguridad de dichos accesos y de la organización interna de dichas tareas, todo lo cual se evidencia de las declaraciones testificales obrantes en la causa. 

5.-Basta la prueba de la relación causal entre el hecho -la colisión del karting con el auxiliar- y el daño invocado para tener por obligado al organizador del espectáculo a reparar el menoscabo causado y corresponde a éste probar los eximentes que alega para liberarse de la responsabilidad que le cabe en este tipo de espectáculos deportivos. 

6.-El incumplimiento del organizador no autoriza al competidor a incrementar el riesgo ya existente siguiendo su curso en una trayectoria dentro del sector de detención y reinicio de la marcha sin miramientos a los daños que pudiera causar a terceros. Debió, prestar, pues, mayor atención el conductor embistente a las personas que circundaban por la zona de detención aunque nada se dijera al respecto en el reglamento respectivo porque esa conducta prudente subyace a las reglas expresas mismas de la competición. 

7.-Para determinar la probabilidad de un efecto deben considerarse las consecuencias previsibles según un patrón objetivo que el sujeto normal en abstracto debe prever de acuerdo con el curso normal, ordinario, no accidental, que en la vida asumen las relaciones de causación. Se presenta en estas condiciones la responsabilidad del organizador surgida de la obligación tácita de seguridad ante la relación de causalidad entre el evento y el daño alegado y una fractura del nexo causal dada por la causalidad concurrente o concausa configurada por la culpa de la víctima (arts. 512 
 y 1111 
 del Código Civil) y por la negligencia demostrada del conductor del karting embistente al no haber adecuado su manejo del vehículo a las condiciones que enfrentó al momento de la circulación por la pista en donde se encontraba el personal auxiliar. 

8.-La pauta decisiva para la consideración de la responsabilidad que corresponde a las entidades de cada grado se centra en verificar si el poder de vigilancia se traslada a la prestación . Dentro del caso de las competencias automovilísticas parece difícil que pueda deslindarse el rol conferido a un comisario deportivo en una prestación deportiva y en otra alternativa y excluyente de seguridad de modo que se custodie una y no otra. No se trata de una simple representación de otras entidades sino que el demandado ha asumido la custodia de las prestaciones de un modo relevante y en esta asunción se basa la confianza de los participantes y auxiliares en el sentido de que dicha entidad participa realmente de los eventos deportivos mismos. 

9.-La actividad de control que surge de los reglamentos revela -directa o indirectamente- un conjunto de inspecciones de seguridad que arduamente puedan escindirse del control del desarrollo de la contienda misma. Si un comisario deportivo permite la continuación del espectáculo cuando hay una multitud de personas en la calle de boxes, no sólo se afecta la imparcialidad que se le debe a los participantes sino que se desvirtúa el sentido mismo del control de la seguridad porque cualquier comisario deportivo habrá de saber, en este punto, que su conducta incrementará la posibilidad del riesgo de daños a los participantes, auxiliares y a concurrentes del espectáculo. 

10.-La culpa de la víctima ha sido el factor más relevante en el caso ya que se ha demostrado inequívocamente su imprudencia al ingresar a la pista de la calle de boxes por donde circulaban los kartings debiendo asumir la parte actora el 50% del daño causado y responder por la cuota restante los demandados y el citado conductor embistente.

	 

	

	 

	Fallo:

	 

	En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 19 días del mes de noviembre de dos mil diez, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala "E", para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados "VJCC/ AUTOMOVIL CLUB ARGENTINO Y OTRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", respecto de la sentencia corriente a fs. 1415/1430, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

La sentencia apelada ¿es arreglada a derecho? 

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara Dres. Racimo, Calatayud y Dupuis. 

A la cuestión planteada el Dr. Racimo dijo: 

I.-Juan Carlos V promovió demanda contra el Automóvil Club Argentino y el Automóvil Club Río Cuarto por reparación de los daños y perjuicios que adujo haber sufrido el 28 de julio de 2000 en ocasión de la celebración de una fecha del Campeonato Argentino de Karting en el Kartódromo Parque de la ciudad de Río Cuarto, Provincia de Córdoba. Expresó que durante el desarrollo de las tandas de entrenamiento se encontraba trabajando como mecánico sobre el vehículo de su hijo menor de edad -RGV- en un sector habilitado para el desarrollo de esas tareas cuando fue embestido por el karting conducido por el menor Nicolás Torres.Adujo haber sufrido la fractura del tobillo, tibia y peroné de la pierna derecha, habiendo sido posteriormente trasladado en ambulancia a un centro asistencial para la realización de las curaciones pertinentes. 

Corrido el traslado de la demanda, los accionados invocaron que el hecho se había producido por la culpa de la víctima al haber ingresado imprudentemente al sector por donde circulaban los kartings sin adoptar las medidas de precaución que debían exigirse para un mecánico avezado y pidieron la citación como tercero del conductor del karting embistente -a quien imputaron negligencia en el manejo del vehículo- quien compareció y contestó la pretensión señalando que el hecho se originó por la excesiva cantidad de público que estaba en el lugar cuyo control correspondía a la entidad organizadora. 

El juez de primera instancia consideró responsables solidariamente al Automóvil Club Argentino, al Automóvil Club Río Cuarto y al conductor del karting embistente en una proporción del 70% y estimó que la cuota restante debía ser asumida por la víctima que ingresó imprudentemente a la zona en la que estaban los vehículos. 

Todas las partes apelaron el fallo y presentaron sus expresiones de agravios. 

Los herederos del demandante -quien falleció en el curso del proceso- cuestionan que se haya imputado a la víctima una parte de responsabilidad en la producción del hecho y reclaman el incremento de diversos rubros de la indemnización establecida por el juez en la suma de $ 67.620. 

El Automóvil Club Río Cuarto reclama la revocación del fallo al sostener que V conocía los riesgos de la zona en la que se encontraba a la cual accedió sin ningún tipo de previsión, que en la sentencia se realizó un examen parcializado de las declaraciones de los testigos y que resulta errónea la cita que en ella se hace de la ley 23.184 para justificar la condena.Por su parte el Automóvil Club Argentino aseveró que el hecho se produjo entre el participante piloto Nicolás Torres y el participante mecánico Juan Carlos V en el marco de un evento organizado por el Automóvil Club Río Cuarto en el cual su parte sólo actuaba como fiscalizador deportivo de la competencia, de manera que no puede atribuírsele obligación de responder en el caso. Cuestiona la aplicación de la mencionada ley y la interpretación que se hizo en la sentencia del fallo "Mosca" 
 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Mario Nicolás Torres plantea que era un participante en una competencia automovilística y que cumplió las normas del reglamento establecido a tal efecto sin actuar en forma dolosa en el marco de una situación de desorganización existente en el sector de boxes que le impidió esquivar a V ya que de así haberlo hecho habría chocado a otra persona, razón por la cual peticiona que se lo excluya de la condena a resarcir los daños sufridos por el demandante. 

El actor invoca, en suma, que los demandados responden como organizadores del espectáculo, mientras que éstos afirman que no están obligados a reparar los daños porque el accidente se produjo a raíz de la culpa de la víctima y del conductor del karting embistente. 

II. El organizador de un espectáculo deportivo asume una obligación de seguridad respecto de los espectadores fundamentalmente basada en la ley 23.184 (CSJN, "Di Prisco, Rosana M. E. c. Club Gimnasia y Esgrima de la Plata" del 24-3-94, Fallos: 317:226 y Bustamante Alsina, "Los concurrentes a los partidos de fútbol amparados por la obligación de seguridad impuesta a los organizadores del espectáculo por el artículo 33 de la ley 23.184", LL 1994-D, 426) aunque también asume una obligación tácita sustentada en el art. 1198 del Código Civil respecto de los deportistas mismos (Mayo y Prevot, "Responsabilidad contractual", Buenos Aires, 2007, pág.206, n° 29 y Bosso, "La responsabilidad civil en el deporte y en el espectáculo público", Buenos Aires, 1984, pág. 110) o de los árbitros y del personal auxiliar que coadyuva al desarrollo del espectáculo mismo entre los que se encuentran también los banderilleros y mecánicos en las competencias automovilísticas (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Lomas de Zamora, sala I del 2-1-04 en autos "Angelakis, Nicolás G. c. Tamagno, Sergio C. y otros", RCyS 2005, 388) y alcanza incluso a aquellos que ni siquiera han ingresado al estadio respectivo en casos en que se demuestra una relación de causalidad adecuada con el evento deportivo y que tiene sustento autónomo en el art. 42 de la Constitución Nacional (CSJN en autos "Mosca, Hugo A. c. Provincia de Buenos Aires y otros" del 6-3-07, Fallos: 330:563; Alterini, Atilio, A., "La responsabilidad del organizador de espectáculos deportivos. Trascendencia social positiva del fallo de la Corte Suprema en la causa Mosca", LL 2007-B, 360; Trigo Represas, "El caso "Mosca" 
: un trascedente cambio en la jurisprudencia de nuestra Corte Suprema, sobre la responsabilidad civil de la A.F.A., DJ 2007-II,5; Calvo Costa, "Responsabilidad del organizador de espectáculos deportivos frente a los deportistas y frente al público concurrente" y Lovece, "Los daños deportivos y el deber de seguridad que alcanza a los organizadores de tales espectáculos y al público concurrente", Revista de Derecho de Daños, Buenos Aires, 2010-2 págs. 263 y 295 respectivamente). 

La víctima de un daño originado en un espectáculo de estas características -entendido en sentido amplio tanto desde el punto de vista espacial como temporal- solamente debe probar el daño sufrido y la relación causal.Por su parte, el organizador se libera mediante la prueba de la culpa de la víctima, el caso fortuito y, con ciertas restricciones, el acto de un tercero por quien no debe responder (Pizarro, "El fallo de la Corte Suprema de Justicia y la violencia en el fútbol: una bocanada de aire fresco", RCyS 2007, 448). 

Ahora bien, la delimitación de la obligación de seguridad en estos casos no puede establecerse con notas precisas para todos los casos. La participación de auxiliares en espectáculos deportivos automovilísticos tiene diversos matices (ver Trigo Represas, "Responsabilidad por los daños resultantes de competiciones deportivas automovilísticas", LL 1998-A, 569) a punto tal queV era a la vez mecánico y padre de uno de los concursantes y, asimismo, poseía una credencial para acceder a un lugar peligroso como es la calle de boxes que se encontraba sujeta al control de personal dependiente del club organizador del evento. A ello se suma que la labor que se despliega en estas carreras no se restringe a la atención de la mecánica del vehículo o el suministro de elementos adicionales ya que la participación exige maniobras realmente peligrosas que han sido expresamente consignadas por los testigos que declararon en la causa y que también se han constatado en otros precedentes de esta Sala respecto a las competencias de karting (ver voto del Dr. Dupuis en c. 250.121 del 26-11-98, pub. en JA 1999-III, 434 con referencias a los "empujadores"). Estos auxiliares deben correr para alcanzar a los competidores en su proceso de detención porque no hay lugares específicos a ese fin ya que -por las características de los vehículos- no pueden detenerse en un lugar prefijado. Asimismo los auxiliares deben empujar a los competidores para que estos puedan reingresar a la pista después de su entrada a boxes (conf. resp. a preg. 12ª del testigo Duhalde a fs. 1044 vta. y resp. a preg. 1ª, 2ª y 4ª del testigo Carlos Antonio Rinaldi a fs.1094 vta.). 

V conocía fehacientemente la situación a la cual se enfrentan los auxiliares en esta zona ya que relató en el escrito de inicio que formaba parte del equipo de competición de su hijo conjuntamente con el resto de la familia que disfrutaba de ese deporte trasladándose a tal fin por diversos lugares del país. Tal es el panorama desde el cual corresponde examinar la responsabilidad que se atribuyó a los demandados y al competidor López. 

1.Responsabilidad del organizador del espectáculo (Automóvil Club Río Cuarto) 

El Automóvil Club Río Cuarto fue el organizador del espectáculo y asumió todas las obligaciones de prevención que son exigibles en un espectáculo de alto riesgo como es, habitualmente, el desarrollo de competencias automovilísticas o de kartings (ver CNCiv, Sala B, "Zalazar, Karina Verónica c. González Macarrone de Carrela, Ana Isabel" 
 del 1-3-06) y se elaboró un reglamento particular para el desarrollo de la competencia. Se trataba, entonces, de la persona jurídica obligada a atender a la custodia de las personas respecto de los riesgos específicos que el organizador puede impedir. 

La referida obligación tácita de seguridad impone al organizador la ejecución de un conjunto de prestaciones concretas que -en este de tipo de deportes- deben desarrollarse para la protección de la integridad física de los participantes, auxiliares y espectadores en relación a los daños que eventualmente causen los móviles que se desplazan a altas velocidades. Una de estas prestaciones se desarrolla en la calle de detención de los kartings que obviamente debe tener un acceso restringido a fin de facilitar la aceitada ejecución de las labores auxiliares sin peligro para los participantes y auxiliares.Esta prestación se despliega en dos ámbitos; uno estático cual es el adecuado diseño previo de la calle y de los accesos y el otro dinámico consistente en la custodia mediante personal de seguridad de dichos accesos y de la organización interna de dichas tareas, todo lo cual se evidencia de las declaraciones testificales obrantes en la causa. 

V sufrió un daño al ser atropellado por un karting en esa zona con lo cual está probado el nexo causal con las carreras preparatorias que se desarrollaban el 28 de julio de 2000. El hecho se encuentra admitido por todas las partes y se produjo en el curso de una carrera preparatoria en un lugar cuya custodia correspondía al Automóvil Club Río Cuarto como organizador del evento deportivo. A ello debe agregarse que el Reglamento Particular de la prueba disponía en su art. 10 que estaba estrictamente prohibida la entrada y/o permanencia al interior del circuito de toda persona que no esté debidamente autorizada. 

Basta, pues, la prueba de la relación causal entre el hecho (la colisión del karting con el auxiliar) y el daño invocado para tener por obligado al organizador a reparar el menoscabo causado y corresponde a éste probar los eximentes que alega para liberarse de la responsabilidad que le cabe en este tipo de espectáculos deportivos. 

2.Culpa de la víctima 

No se produjo prueba pericial en este expediente que permita determinar la mecánica del accidente ni circunscribir con precisión las características del predio en el que ocurrió la colisión.Sin embargo, las declaraciones testificales obrantes en la causa permiten describir el modo en que se produjo el contacto entre el karting y Vesprini, y dentro de ese contexto resulta claro que las personas que prestaron declaración en la ciudad de Río Cuarto han puesto de resalto la conducta negligente del demandante al ingresar a la zona en la que se detenían los kartings. 

Heriberto Abel Antonini es el guardia de seguridad privada que se encontraba en la puerta de acceso a los boxes y más concretamente en la correspondiente al personal acreditado. Relató el testigo que V presentó la credencial y que rápidamente manifestó que tenía que hacer un auxilio en ese sector. Dijo el declarante haberle advertido de que lo hiciera con mucho cuidado y mirando en dirección contraria a la que venían circulando los vehículos. Afirmó que no vio el accidente pero que el actor "entró muy apurado en estado de mucho nerviosismo que es característico de esos momentos" (ver acta de fs. 1093, resp. a preg. 2ª, 3ª y 4ª). 

Carlos Antonio Rinaldi es miembro del Comité Ejecutivo de la Federación de Automóviles Deportivos de la provincia de Córdoba y se encontraba en la entrada de la calle de boxes del kartódromo, llamada "zona caliente", colaborando en ese sector, cuando vio que "un karting lo impacta al Sr. V a la altura de los tobillos porque son bajitos. El Sr. se encontraba espalda (sic) de la puerta de entrada, cosa que no debe hacer nunca". Precisó posteriormente no haber visto los instantes previos al accidente pero sí el momento en que el karting embistió al demandante respecto de quien desconoce si tenía credencial (ver acta de fs. 1094, resp. a preg.2ª y 4ª). 

El testigo Guillermo Carlos Di Cola -preparador de equipos de karting- manifestó que existía en el lugar una puerta con guardia que sólo deja pasar a la zona caliente a la gente acreditada, que vio que venía un hombre apurado, corriendo, que luego se entera que era Vesprini, que tenía que entrar a la zona caliente, venía gritando y decía "dejame pasar" mostrando la credencial. Refiere que la persona de seguridad le permite el acceso y que entró mirando para el lado de salida de los kartings de la zona caliente y se paró al medio de la calle mirando al karting que salía y justo venía otro karting que ingresaba a la zona caliente, frena porque lo ve a Vesprini, se desliza y le pega al mismo abajo, en los tobillos, y el hombre se cae (ver fs.1096, resp. a preg. 1ª y 2a). 

El relato de Cristián Anibal Tejera es similar al anterior. Refirió ser dueño de un equipo de karting y que se encontraba tomando tiempos en el lugar cuando advirtió que V pasó rápidamente de parque cerrado a zona caliente, mirando hacia el sur, mirando hacia su karting que iba saliendo, se queda mirándolo en medio de la zona caliente y no hacia el ingreso de los kartings. Afirmó que en dicha zona los kartings ingresan o egresan constantemente y uno de ellos lo golpeó en la pierna derecha, no obstante intentar esquivarlo (fs. 1097). 

Todos estos testigos vieron el accidente; uno de ellos era personal de seguridad, el otro vinculado a la mencionada federación y los otros dos preparadores de equipos de kartings. Los declarantes fueron precisos y concordantes al percibir la precipitación de V en oportunidad de su ingreso en una zona particularmente peligrosa cual era la ubicada en la salida del final de calle de boxes donde los kartings reingresan con mayor velocidad, después de su detención momentánea, a la pista de carreras.Sus dichos son creíbles respecto a la falta de diligencias apropiadas por V en su ingreso a la cinta asfáltica sin considerar las circunstancias de las personas, del tiempo y de lugar según lo dispone el art. 512 
 del Código Civil. Particularmente le correspondía atender a que la competición se desarrollaba entre menores de edad -categoría entre 13 a 15 años- que corren en este tipo de kartings en un contexto familiar dentro de una categoría preparatoria para el ingreso en las ligas mayores del automovilismo deportivo profesional. Por ser ello así, las condiciones personales del agente deben ser tenidas en cuenta a los efectos de estimar el mayor o menor deber de previsión con arreglo a lo dispuesto por el art. 902 
 del Código Civil (Bueres en Bueres-Highton, "Código Civil y normas complementarias", Buenos Aires, 2004, t. 2A, pág. 151). De tiempo porque está claro que el actor no consideró adecuadamente el paso con el que debería haberse insertado en la trayectoria de los kartings ya que los testigos dan cuenta de su ingreso precipitado pasando por alto las medidas preventivas señaladas por el personal de seguridad o que, incluso, eran previsibles para los testigos -también mecánicos- situados en cercanías de Vesprini. Y finalmente de lugar porque se interpuso claramente como obstáculo en la zona rápida de reingreso de los restantes kartings al circuito al seguir la trayectoria de detención del vehículo de su hijo. En suma, la propia imprudencia del autor ha sido la causa -total o parcial- del daño (Mayo en Belluscio, "Código Civil y leyes complementarias", Buenos Aires, 1979, t. II, pág.628). 

La descripción de los testigos ofrecidos por la demandada resulta concordante incluso con una parte de los dichos de algunos de los testigos al tratarse de un deporte desarrollado en términos relativamente rudimentarios toda vez que el conductor no pude detener en ocasiones el karting en el lugar en que se propone ante la falta de embrague, ni reiniciar su marcha sin ayuda. Es de presumir así que los dichos de los testigos reflejan el apuro del padre por llegar al lugar donde finalmente se detuvo su hijo para auxiliarlo y, eventualmente, lo que no se produjo ante el accidente, para ayudarlo mediante el empuje por personal auxiliar que exigen estos vehículos. 

La responsabilidad surge aplicable por la prueba de dicha relación causal a lo cual debe adicionarse, a mayor abundamiento, que la falta de medidas de seguridad fue una condición relevante en la mecánica del accidente de karting (CNCiv., Sala B, "Canterino, Gabriela c. Indoor Kart S.A." 
, del 29-12-05, RCyS 2006, 1353), con lo cual incluso se encuentra acreditada la negligencia del Automóvil Club Río Cuarto en la conducción de las masas humanas que se desplazaban por la zona por la que se circulaban los kartings. 

Se ha planteado por parte de los demandados que el hecho ocurrió por el defectuoso ingreso deV en la pista y por la imprudente conducción de López en el karting. Tratándose de una obligación contractual -como ya se ha dicho respecto de este tipo de competencias- corresponde determinar si los dos hechos invocados suponen una ruptura de la relación causal entre el incumplimiento imputado y el daño causado (ver Alterini, Atilio A. "Incidencia del mero hecho en la ruptura de la relación causal" en "La Responsabilidad". Homenaje al profesor doctor Isidoro H.Goldenberg (Alterini y López Cabana dir.), Buenos Aires, 1995, págs 390 a 392, punto 2). 

3.El hecho de un tercero. 

Los demandados sostienen que el hecho se produjo por la conducta negligente del conductor del karting que lo embistió además de la culpa de la víctima que alegan fue un factor decisivo en la causación del hecho. 

Se trata aquí de analizar si la embestida de uno de los participantes al auxiliar no debe considerarse como relevante al tratarse de un riesgo habitual de los participantes del evento que, por ende, no conlleva responsabilidad a éstos en razón de las particulares características en las que se desarrollan los eventos automovilísticos. 

La parte actora propuso diversos testigos para acreditar la desorganización que se advertía en esta carrera preparatoria y sus declaraciones adquieren relevancia a la hora de considerar la culpa de López. 

El prime ro de ellos -Martín Duhalde- dijo que la carrera era de 40 kart, que el número no podía exceder de las 80 personas y que se había sobrepasado esa cantidad, además de que las dimensiones de las calles de los boxes no daban para esa cantidad de vehículos. Añadió que supuestamente existía control de acceso a esa zona pero que ello no ocurría los días viernes y que había tanta sobredimensión de kartings que transitan la calle de boxes que cada uno paraba donde encontraba lugar para detenerse y que los mecánicos estaban permanentemente corriendo atrás del kart donde pudo parar y no donde los están esperando (fs. 1043/1046). 

Las declaraciones de este testigo deben tomarse con cierta prevención porque, como el mismo declarante lo admite, era el mecánico del piloto del karting que tuvo el accidente conVesprini.Se suma a ello que reconoció haber puesto en movimiento el karting de Torres a la mitad de la calle de boxes, que no tuvo visibilidad de la colisión en ese momento debido a la cantidad de gente y que ella se produjo en la punta más lejana cuya distancia a su respecto calculó en 50 metros. 

Juan Carlos Cortegoso declaró en su carácter de preparador de karting y tampoco vio el accidente. Sólo pudo aportar que el hecho se produjo por la cantidad de gente que había en la calle de carburación, "aparentemente había más gente de la que debía y los autos tenían poco lugar para transitar" y dijo no recordar si había control de acceso a la zona (fs. 1047/1048). 

Acto seguido depuso Alejandro Héctor Rodríguez -perteneciente a la empresa de Cortegoso- quien afirmó que estaba en la calle de boxes, más o menos a la mitad, donde había mucha gente precisando que "no era normal que hubiera tanta gente en la calle". Se limitó a manifestar que salió el karting de Torres "y casi al final de la calle de boxes fue cuando lo embistió a Vesprini". Reiteró que había demasiada gente en boxes, mucha más gente que en cualquier otra carrera, lo cual es un riesgo para las personas que están adentro (1049/1050). 

No advierto que ninguno de los testigos haya señalado que López se desplazara a excesiva velocidad en la zona de auxiliares o que violara alguna de las normas reglamentarias de la competencia. Si se atiende a los dichos de los testigos Antonini, Rinaldi, Di Cola y Tejera sólo puede extraerse que el choque ocurrió a raíz del ingreso intempestivo de V al lugar por donde circulaban los vehículos y si se considera lo afirmado por los testigos Duhalde, Cortegoso y Rodríguez es posible considerar que el hecho se produjo por la excesiva cantidad de personas en el lugar aunque, bueno es resaltarlo, ninguno de estos últimos vio realmente el accidente.Pese a lo expresado, el estudio de la conducta de Torres no debe ser pasado por alto. Si existía una inusitada cantidad de personas en el lugar, resulta claro que el conductor tenía que extremar los recaudos en el manejo del karting para no causar daños a terceros. Y si esa situación ya se advertía a la mitad del circuito -como afirman los mismos testigos- tanto más cuidadoso debió ser cuando circulaba por la zona de reingreso a la pista en la cual habitualmente alcanzan ya mayores velocidades. El organizador pudo haber autorizado incorrectamente ese riesgo anormal al no controlar el ingreso de personas no autorizadas, pero está claro también que existía suficiente margen de apreciación para el conductor en cuanto a la adopción de una conducta prudente respecto de los auxiliares que se encuentran en esa zona. 

Es cierto que el hecho de que un competidor en un espectáculo deportivo en el que advierte que no se respetan pautas mínimas de seguridad en el control de la carrera no implica que asuma riesgos con efectos liberadores para el organizador (ver voto de la Dra. Kemelmajer de Carlucci en Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, sala I, en autos "Molina, Hugo c. Consejo Municipal de Deportes y otros" del 27-2-06 y comentario de Weingarten, "Los espectáculos deportivos y la asunción del riesgo", LLGranCuyo 2007 (febrero, 27). Y asimismo resulta inadmisible que se imponga a quien disfruta de un juego o participa de una competencia de la revisión del perfecto funcionamiento de todos los elementos que integran la empresa (Cámara 1ª de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Nicolás, "Mennucci, Jorge J. c Cartechini, Oscar C." del 19-9-02, LLBA 2003, 121). 

Empero también la cuestión debe ser analizada en cada caso para verificar si la conducción del móvil fue la adecuada a la situación que el competidor eligió enfrentar (CNCiv, Sala B, "Canton, Mario F. c. Prog.S.R.L." del 7-9-06 y Cámara 1ª de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro, Sala I, "De Rosa, Roberto Carlos c. Rivero, Omar Pablo" del 27-1-08, RCyS 2009-I, 65). El hecho de que hubiera mucha gente en el lugar no autorizaba al conductor a seguir su marcha sin consideración a la integridad física de los auxiliares o mecánicos. Puede haber culpa de la víctima -V entró mal al circuito-, responsabilidad objetiva del organizador -se permitió una concurrencia excesiva de personas en la zona caliente- y responsabilidad del conductor (art. 1113, segundo párrafo del CC) cuando se prueba el contacto con la cosa riesgosa y no se demuestra eximente alguno de responsabilidad basado en la ejecución apropiada del deporte de acuerdo con las disposiciones reglamentarias. Concretamente y en el particular marco del desarrollo de una competencia deportiva, el quebrantamiento de algunas reglas habituales del manejo de los vehículos (velocidad, maniobras evasivas) no releva al conductor de atender a otro conjunto de reglas que quedan subsistentes (no atropellar imprudentemente a los mecánicos). El apego a las reglas del juego es un dato importante y a menudo es el patrón del nivel habitual de conducta exigida en el deporte de que se trate (Brebbia, "La responsabilidad en los accidentes deportivos", Buenos Aires, 1962, pág. 33). El contrato impone a los intervinientes acatar las reglas propias de esa actividad por lo que si bien los participantes se someten voluntariamente a los riesgos propios del deporte que no hace incurrir en responsabilidad, su incumplimiento, en la medida en que sea generadora de un daño, daría lugar a ella (ver el fundado voto del Dr.Dupuis en la mencionada causa 250.121 y para la relevancia de la violación específica de las reglas del juego respecto de la responsabilidad de las asociaciones deportivas con motivo de los hechos cometidos por sus deportistas ver Cámara de Casación de Francia, sesión plenaria del 29-6-07 y Jérôme François, "Fait générateur de la responsabilité du fait d’autrui: confirmation ou evolution?", Recueil Dalloz 2007, nº 34, pág. 2412, nº 10 y "Responsabilité des associations sportives: dernier essai", Recueil Dalloz 1-7-2010, nº 25, pág. 1612 e I. Gallmeister, "Responsabilité d’une association sportive du fait d’un de ses membres", Recueil Dalloz 2007, n° 28, pág. 1957). Tal consideración al apego a las reglas del juego y a los eventuales riesgos asumidos no es el único canon a considerar cuando se examinan este tipo de situaciones ya que la imprudencia puede surgir de la omisión de las diligencias que exigía la naturaleza de la obligación conforme a las circunstancias de las personas, tiempo y lugar. Si se ha sido negligente en la conducción del vehículo al haberse acreditado un acto de imprudencia, el participante debe ser considerado responsable ya que, en el caso, era evidente -y no oculto para el competidor- que el organizador no había tomado las medidas que hubieran impedido el accidente (Savatier, "Traité de la Responsabilité Civile en Droit Français", París 1939, t. II, nº 865, pág. 496), con lo cual le correspondía extremar las precauciones frente a las personas que se habían introducido a la calle de detención de los kartings. 

En resumen, el incumplimiento del organizador no autoriza al competidor a incrementar el riesgo ya existente siguiendo su curso en una trayectoria dentro del sector de detención y reinicio de la marcha sin miramientos a los daños que pudiera causar a terceros.Debió, prestar, pues, mayor atención López a las personas que circundaban por la zona de detención aunque nada se dijera al respecto en el reglamento respectivo porque esa conducta prudente subyace a las reglas expresas mismas de la competición. 

Para determinar la probabilidad de un efecto deben considerarse las consecuencias previsibles según un patrón objetivo que el sujeto normal en abstracto debe prever de acuerdo con el curso normal, ordinario, no accidental, que en la vida asumen las relaciones de causación (Alberto G. Spota, Tratado de Derecho Civil, Tomo I, Parte General, volumen 3.6., "Hechos y actos jurídicos", Buenos Aires, Depalma, 1957, n° 1793, VII, pág. 109; Atilio A. Alterini, "Responsabilidad Civil", 2a. ed. Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1972, n° 205, pág. 160; Roberto H. Brebbia, "Hechos y actos jurídicos", Buenos Aires, Ed. Astrea, 1979, tomo I, n°13, pág. 97; Pedro N. Cazeaux y Félix A. Trigo Represas, "Derechos de las Obligaciones", 2a. ed, La Plata, Librería Editora Platense, 1979, t. I, pág. 34; Philippe le Tourneau, "La responsabilité civile", 3a ed., París, Dalloz, 1982, n° 633, pág. 208 y H.L. A. Hart y T. Honoré, "Causation in the Law", 2a. ed., Oxford, 1985, págs. 482/483). Se presenta en estas condiciones la responsabilidad del organizador surgida de la obligación tácita de seguridad ante la relación de causalidad entre el evento y el daño alegado y una fractura del nexo causal dada por la causalidad concurrente o concausa (Mayo y Prevot, "La relación de causalidad como requisito autónomo y esencial de la responsabilidad civil", LL del 15 de septiembre de 2010, punto I g) a) y Alterini-Ameal-López Cabana, "Derecho de Obligaciones", Buenos Aires, 4ª. ed, 1993, n° 449, pág. 190 y n° 511, pág. 226) configurada por la culpa de la víctima (arts.512 y 1111 del Código Civil) y por la negligencia demostrada del conductor del karting embistente al no hab er adecuado su manejo del vehículo a las condiciones que enfrentó al momento de la circulación por la pista en donde se encontraba el personal auxiliar. 

4.La responsabilidad del Automóvil Club Argentino. 

El Automóvil Club Argentino afirmó al contestar la demanda que no corresponde imputarle responsabilidad alguna en el hecho ya que no fue el organizador del espectáculo. Alegó que su tarea se limitó a la fiscalización de la justa deportiva y que no recibe beneficio económico a raíz del desarrollo de este tipo de carreras. Adujo que el organizador de una competencia es quien arrienda las instalaciones (kartódromo) a su propietario o es su propietario, quien cobra las entradas, quien contrata las publicidades, quien paga los premios, quien asume los gastos, contrata y provee las medidas de seguridad como bomberos, banderilleros, médicos, ambulancias, controla y verifica la existencia de guard-rail, paredones de seguridad, camas de leca, o tierra arada, líneas de cubierta atadas o fardos de pasto, estado de la pista, etc. En definitiva es quien recibe las ganancias o asume las pérdidas. Agregó allí que "FISCALIZAR es, en definitiva, arbitrar, verificar el cumplimiento de las largadas y llegadas, cronometrar los tiempos, otorgar los puntajes, decidir sobre sanciones a los participantes, designar al Comisario Deportivo que harán (sic) cumplir los reglamentos generales y particulares de cada competencia y a los Comisarios Técnicos para verificar las unidades" (ver fs. 134 vta./135). 

El representante del Automóvil Club Argentino en la absolución de posiciones reconoció que el Sr. Canaves era comisario deportivo en la primera fecha del Campeonato Argentino de Karting aunque acto seguido se rectificó negando tal hecho (ver resp. a posic. 18ª) y que fuera personal de su dependencia (ver resp. a posic. 19ª de fs. 763). El representante del Automóvil Club Río Cuarto aceptó que el Sr. Canaves era comisario deportivo en ese momento y puntualizó que fue designado por el Automóvil Club Argentino (resp.a posic 17ª y 18ª de fs. 765 vta.). 

El testigo Ricardo Manuel Caballero Vieyra -administrador de la comisión deportiva del Automóvil Club Argentino- manifestó que el ACA es fiscalizador de los campeonatos nacionales y que para llevar a cabo esas fiscalizaciones "designa comisarios deportivos, técnicos, cronometristas y eventualmente veedores" (ver resp. a preg. 2ª y 3ª de fs. 832). Posteriormente definió las tareas del comisario deportivo al señalar que dispone de un manual de seguridad o de un esquema de seguridad, el cual debe ser cumplido para que se pueda largar la competencia, incluye ambulancias, bomberos, oficiales de pista, banderilleros que son dispuestos por el organizador (ver resp. a preg. 5ª de fs. 832). 

Jorge Emilio Canaves afirmó que es comisario deportivo de karting y que se desempeñó en esa función en la prueba de Río Cuarto. Dijo que comisario deportivo de un evento organizado por el A.C.A. es la autoridad asignada por ese club para fiscalizar la parte deportiva del evento. Precisó que la función del comisario deportivo es revisar que el circuito tenga todas las medidas de seguridad exigidas y comprobar que las mismas estén de acuerdo a los planos y exigencias requeridas para el evento. Considera la situación del A.C.A. como la de un referí de un partido de fútbol que hace cumplir las normativas deportivas del evento para concluir señalando que no hay una persona, ente, club o u organización que sea la total responsable de lo que acontezca en un evento de esta magnitud (ver acta de fs.840/842). 

La prueba reseñada es suficiente para tener por acreditado que Canaves era el comisario deportivo de la prueba. 

El Reglamento Argentino de Karting define que la fiscalización y el control de las pruebas para vehículos denominados "Karts" estará garantizado en el país por el Automóvil Club Argentino, titular del Poder Deportivo, en virtud de su afiliación a la Federación Internacional del Automóvil y delega ese poder a la Comisión Nacional de Karting que es parte de la Comisión Deportiva Automovilística del Automóvil Club Argentino regida por los estatutos del ACA, el Reglamento Argentino de Automovilismo y el Reglamento Argentino de Karting (ver fs. 776). Con sustento en los mandatos impuestos por ese sistema de control, el Reglamento Particular de la Prueba debe ser enviado por el organizador para ser aprobado por la Comisión Nacional de Karting con un plazo de 30 días antes de la prueba y dos comisarios deportivos deben ser designados por la Comisión Nacional de Karting según el Reglamento Argentino de Karting. En el art. 15 del Reglamento Particular de la Prueba de la Primera Fecha del Campeonato Argentino a realizarse en el Kartódromo de la ciudad de Río Cuarto dice "Toda intervención reglamentaria no contemplada en la presente será resuelta por el Director de la Prueba y Comisario Deportivo en común acuerdo.". 

El hecho se produjo cuando se desarrollaba el Campeonato Nacional de Karting que sólo se puede disputar en ese ámbito bajo las condiciones impuestas por el A.C.A. Los participantes deben inscribirse ante dicha entidad y saben, además, que todo reglamento particular de la prueba es remitido por el organizador directo al A.C.A. quien, como señalé, no solo debe aprobarlo sino designar un comisario deportivo. 

A partir de esta consideración, resulta inapropiada la asimilación esbozada por el testigo Canaves entre un comisario deportivo y un árbitro.El comisario deportivo es algo más que un árbitro o un verificador ya que hace cumplir los reglamentos generales y particulares dentro de los cuales existen medidas de seguridad impuestas a los participantes, auxiliares y espectadores. La impresión que se ha querido dar en el curso del proceso es que sólo se ejercería una especie de poder de policía deportivo -al modo de un árbitro que se limita a verificar el apego a los reglamentos de competición- cuando, en verdad, está claro que el control alcanza a la seguridad misma de los espectadores, participantes y auxiliares y en este aspecto se desarrolla como un trabajo conjunto con la entidad organizadora directa. No encuentro posible en estas competiciones de riesgo y en las cuales intervienen menores de 13 a 15 años de edad delimitar tan simplemente las reglas del deporte mismo de la seguridad a la cual están obligados los organizadores. 

El carácter de fiscalizador que se atribuye el A.C.A. no excluye la consideración de los defectos de supervisión o contralor de quien asume esas tareas y el ejercicio del poder deportivo no basta para descartar la responsabilidad imputada en casos similares (ver voto del Dr.Guardiola en Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Junín del 4-9-07, DJ 2007-III, 873) y la posibilidad de prevenir el daño más eficientemente que el damnificado es un punto esencial para determinar si una entidad puede considerarse participante en la organización del evento conjuntamente con el organizador directo (Alterini, Atilio, A., "La responsabilidad del organizador.", LL 2007-B, 360, punto 8, b). 

Más allá de estas disquisiciones, la pauta decisiva es establecida por el máximo tribunal para la consideración de la responsabilidad que corresponde a las entidades de cada grado se centra en verificar si "el poder de vigilancia se traslada a la prestación". Dentro del caso de las competencias automovilísticas parece difícil que pueda deslindarse el rol conferido a un comisario deportivo en una prestación deportiva y en otra alternativa y excluyente de seguridad de modo que se custodie una y no otra. No es una mera afirmación teórica puesto que los mismos testigos Canaves y Caballero Vieyra informaron acerca de las medidas de seguridad que impone adoptar el Automóvil Club Argentino para este tipo de competencias. No se trata de una simple representación de otras entidades sino que ha asumido la custodia de las prestaciones de un modo relevante y en esta asunción se basa la confianza de los participantes y auxiliares en el sentido de que dicha entidad participa realmente de los eventos deportivos mismos. 

Es verdad que -a diferencia del caso "Mosca"- no surge acreditado que el Automóvil Club Río Cuarto sea un club asociado al Automóvil Club Argentino. Empero tal circunstancia debe considerarse también desde una perspectiva que no se aparte del modo en que se desarrollan realmente estas competiciones. Toda entidad organizadora debe asociarse -siquiera temporalmente- a la estructura organizativa que escoge el Automóvil Club Argentino para cualquier competencia de karting. Se trata de una asociación o agrupación necesaria para toda entidad que quiera desarrollar este tipo de competencias que debe inscribirse y ser controlada por el A.C.A.porque si no lo hace no puede desarrollar una competencia nacional y, a la vez, una asociación temporal con el objetivo de custodiar tanto el buen desarrollo de las normas deportivas como así también las relativas a la seguridad de los participantes en el espectáculos. Resulta, en definitiva, una cuestión bizantina distinguir entre un control estático de la seguridad respecto de la verificación de las condiciones de seguridad en el desarrollo del espectáculo mismo, porque lo decisivo es la intensidad del control desplegado por el apelante que va desde la organización exclusiva del Campeonato Nacional de Karting hasta las obligaciones específicas de que han dado cuenta los testigos Canaves y Vieyra. 

El carácter de fiscalizador -en el planteo de la demandada- parece implicar un control no operativo de seguridad, esto es, una prestación basada en la verificación del desarrollo del deporte y en una intervención de mínimos alcances para la buena ejecución de las prestaciones de los competidores. Creo, sin embargo, que el control que ejerce el Automóvil Club Argentino es mayor en estos casos ya que resulta inequívoco que dicha entidad realiza una verificación directa de las medidas de seguridad (ver también en este sentido el fallo ya mencionado de la Cá mara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Lomas de Zamora, sala I del 2-1-04 en autos "Angelakis, Nicolás G. c. Tamagno, Sergio C. y otros", RCyS 2005, 388). 

No se me escapa que, como bien se señala en la queja, los beneficios a los que se refiere la sentencia para justificar la condena al A.C.A. son, en realidad, mínimos y representan los gastos necesarios para satisfacer la concurrencia de las personas dependientes del A.C.A.En efecto, el peritaje contable informó que la demandada recibió la suma de $ 4.000 por este concepto habiéndose realizado una rendición de cuentas en la que se informan las sumas abonadas por dos comisarios deportivos (Jorge Canaves y José Tosco), un comisario técnico, dos cronometristas y una persona sin función especificada (ver fs. 935). Los gastos de fiscalización fueron pagados por el Automóvil Club Río Cuarto al Automóvil Club Argentino (ver declaración del presidente de la Comisión Nacional de Karting y dirigente del primero Hugo Nereo Boetti, resg. a preg. 4ª de fs. 843). 

La cuestión merece, sin embargo, un examen que tenga en cuenta también las "Prescripciones específicas para los campeonatos, copas o trofeos fiscalizados por la CNK/ACA" que dispone que la CNK del ACA "organizará y fiscalizará el Campeonato Argentino de Karting" y que cada concurrente que desee tomar parte en una competencia deberá enviar su inscripción y pagar el valor de la inscripción que será fijado por la CNK y comunicado fehacientemente a los pilotos y será incrementado en un 100 por 100 cuando la inscripción sea recibida desde 14 días anteriores la verificación administrativa hasta que se realice la misma. El piloto que anule su inscripción después de los siete días anteriores a la competencia abonará una multa cuyo importe será igual al valor de la inscripción básica y el que no concurra y no haya anulado su inscripción deberá abonar una multa cuyo monto será igual al valor de dos inscripciones básicas (ver fs. 790/791). 

No puede decirse así, a diferencia de otros supuestos (ver CNCiv, Sala L, "Roldán Olivera, Alejandro Oscar c. Federación Ecuestre Argentina y otros" del 31-8-09, RCyS 2010-III, 141 y voto del Dr. Ibarlucía en Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes, Sala I en autos "Trozzi, Enrique J. Carassou David O y otros" del 18-8-09, RCyS 2010-III, 48) que el A.C.A.carezca de todo interés económico en la realización de este tipo de eventos o sólo reciba mínimos ingresos para remunerar los viáticos y los gastos correspondientes a los encargados designados para cada prueba automovilística. 

El problema no se centra, sin embargo, en esa circunstancia. La actividad de control que surge de los reglamentos revela -directa o indirectamente- un conjunto de inspecciones de seguridad que arduamente puedan escindirse del control del desarrollo de la contienda misma. Si un comisario deportivo permite la continuación del espectáculo cuando hay una multitud de personas en la calle de boxes, no sólo se afecta la imparcialidad que se le debe a los participantes sino que se desvirtúa el sentido mismo del control de la seguridad porque cualquier comisario deportivo habrá de saber, en este punto, que su conducta incrementará la posibilidad del riesgo de daños a los participantes, auxiliares y a concurrentes del espectáculo. 

Considero, por otra parte, que esta ausencia de cuantiosos ingresos carece de importancia para descartar la responsabilidad del A.C.A. Lo importante es verificar si en cada caso el fiscalizador ha participado en la organización misma del espectáculo y particularmente si tenía poder de decisión sobre las medidas de seguridad que el corresponden al organizador. Se presenta así un juego de competencias toda vez que cabe atender al modo en que el organizador del espectáculo deportivo ha sometido la organización misma a otro poder. Lo relevante es la responsabilidad asumida por el "fiscalizador" y no el ingreso económico obtenido a raíz del certamen. Se debe ver si el poder de vigilancia se trasladó a la prestación con facultades de contralor de la organización del espectáculo.Considero así que dentro del sistema de que dan cuenta los reglamentos mencionados no quedan dudas en el sentido que el Automóvil Club Argentino debe entenderse que, por razón de su grado de control sobre las prestaciones, ha sido también organizador en el espectáculo deportivo de acuerdo al criterio establecido por el máximo tribunal en la causa "Mosca". 

Entiendo, en conclusión, que la culpa de la víctima ha sido el factor más relevante en el caso ya que se ha demostrado inequívocamente su imprudencia al ingresar a la pista de la calle de boxes por donde circulaban los kartings, punto en el que discrepo con la ponderación efectuada en el fallo recurrido. Estimo, en consecuencia, que corresponde modificar este aspecto de la decisión debiendo asumir la parte actora el 50 % del daño causado y responder por la cuota restante los demandados y el citado López en los términos indicados en el pronunciamiento. 

III-Despejada la cuestión de la responsabilidad, corresponde examinar los agravios vertidos en relación a la procedencia y la cuantía de los rubros incapacidad sobreviniente, daño psicológico y daño moral. 

Reclama la parte actora que se incremente el monto establecido por incapacidad sobreviniente ya que sostiene que V sufrió daños en su salud (fractura de tibia y peroné) en un grado que va más allá de la incapacidad laboral. 

La pericia médica producida a fs. 1228/1231 y 1239/1240 constató que el actor sufrió una grave luxo fractura de tobillo derecho que causó una secuela de artrosis secundaria a ese traumatismo estimando la incapacidad de V en el 20 %. Frente a ello la parte demandante formula consideraciones genéricas que no bastan para descartar las conclusiones del peritaje respecto a la lesión padecida como consecuencia del accidente.Respecto a los planteos de la demandada, bueno es recor​dar que esta Sala ha adherido reiteradamente a la doctri​na que ha estable​cido que, aún cuando las normas procesales no acuerdan al dictamen pericial el carácter de prueba legal, si el mismo comporta la necesidad de una apreciación específica en el campo del saber del perito -conocimiento ajeno al hombre de derecho- para desvirtuarlo es impres​cindible contar con elementos de juicio que permi​tan concluir fehacientemente en el error o inade​cuado uso que el experto hubiera hecho de sus conocimientos científicos, de los que por su pro​fesión o título habilitante ha de suponérselo dotado (conf. causas nº 2l.064 del l5/8/86; nºl8.​2l9 del 25/2/86; nº ll.800 del l4/l0/85; nº 32.90l del l8/l2/87; nº 5l.447 del ll/8/89, entre otros). 

Es que, para que las observaciones puedan tener favorable acogida, es preciso aportar probanzas de mayor rigor técnico o científico que desmerezcan las conclu​siones alcanza​das en la pericia (conf. Palacio,"Derecho Procesal Civil", T.IV, pag.720). 

A los fines de establecer la indemnización por incapa​cidad, tiene dicho la Sala que debe apreciar​se un cúmulo de circunstancias, entre las que si bien asume rele​vancia lo que la incapa​cidad impide presuntivamente percibir duran​te el lapso de vida útil de la víctima, también es pre​ciso meritar la disminución de sus posibilida​des, su edad, cultura, estado físico, es decir, todo aque​llo que se trasun​ta en la totalidad de la vida de relación (conf. causas L.34.743 del l0/​3/8​8; ídem, n 44.825 del 3/5/89; í​dem, íd, c.nº 6l​.742 del 27/2/90; ídem, íd., l07.380 del 23/4/​92, ​entre va​rios otros), aunque sin atenerse a pautas matemáti​cas (ver​, en​tre otras, causa men​cionada nº 6l.742; ídem, c.​l06.654 del l4/4/92, etc.). 

Asimismo, es criterio de la Sala que los cálculos porcentua​les de incapacidad establecidos pericial​mente no vinculan al juzgador, constituyendo una referencia a conside​rar (ver causas nº 114.450 y 114.451 del 7-9-92 y 114.858 del 30-9-92, con voto del Dr. Mirás, entre otros), debiendo aquél pronun​ciarse sobre la incidencia en la vida de relación de la víctima de las dolencias verificadas por el profesional y, a partir de estas comprobaciones, fijar la cuantía resarcitoria por este rubro (conf. votos del Dr. Mirás en c.113.816 del 28-8-92 y 114.858 del 30-9-92,entre otros). 

Ningún dato relevante se ha aportado en el memorial para modificar el quantum establecido en la sentencia ni se han desvirtuado las afirmaciones del experto en cuanto a la real lesión sufrida por el actor, a más de que no se ha precisado en la queja mayores datos en torno al real menoscabo en la integridad psicofísica o en relación a los ingresos que se percibían al momento del accidente.En base a tales pautas y demás circunstancias de autos, es que considero que corresponde mantener el importe fijado en concepto de incapacidad física. 

Plantea el demandante que la suma de $ 25.000 establecida en concepto de daño moral no se ajusta a los reales perjuicios ocasionados por el accionar de los demandados. 

Por daño moral a criterio de la Sala debe entenderse cualquier lesión a los sentimientos o afecciones legítimas de una persona, o cuando se le ocasionan perjuicios que se traducen en padecimientos físicos o, en fin, cuando de una manera u otra se han perturbado la tranquilidad y el ritmo normal de vida del damnificado (conf. CNCiv. Sala "D" en E.D. 61-779; íd., en E.D. 69-377; Sala "F" en E.D. 42-311; íd., en E.D. 53-350; Sala "G" en E.D. 100-300; esta Sala, causas 502 del 26-12-83, 66.984 del 30-5-90 y 77.842 del 7-11-90). 

Es por ello que la jurisprudencia ha resuelto que para fijar el monto indemnizatorio se hace imprescindible valorar un cúmulo de factores, entre los que merecen ser destacados, a modo de ejemplo, la gravedad de la culpa del autor del hecho, la existencia y cuantía de los perjuicios materiales, las condiciones personales de aquél y las de la víctima, etc., factores todos que quedan librados al prudente arbitrio judicial (conf. CNCiv. Sala "B" en E.D. 57-455; Sala "D" en E.D. 43-740; esta Sa la, causas 19.073 del 13-3-86 y 124.140 del 16-11-94). 

Dentro de este concepto también cuestiona el Automóvil Club Argentino que se haya establecido una suma en concepto de indemnización por daño psíquico respecto de V quien siguió actuando como mecánico después del accidente y alega que es mentira que tenga el trastorno informado por el perito. El demandante estima, por su parte, que se ha fijado un monto excesivamente bajo y no adecuado a la pericia psicológica obrante a fs. 1256/1258 vta.con las explicaciones de fs. 280. 

El juez de primera instancia acumuló en un solo rubro el cálculo del resarcimiento de las consecuencias psíquicas y el daño moral padecido por Vesprini. La perito psicóloga clínica dejó claramente establecido que el cuadro psicológico de la víctima es un "cuadro totalmente reversible "que exigía una ayuda terapéutica específica que estimó en una terapia individual de $ 35 por semana y otra grupal de $ 25 por igual frecuencia y ambas por un lapso de un año. Destaco, por otra parte, que la demandada A.C.A. no formuló cuestionamientos en torno al rubro correspondiente al daño moral, razón por la cual no corresponde formular mayores consideraciones respecto a la ponderación efectuada respecto de ese menoscabo en la sentencia (conf. art. 277 
 del Código Procesal). 

Toda vez que la experta no consideró configurada en el caso incapacidad psíquica alguna corresponde desestimar el reclamo formulado y mantener el monto establecido aunque desglosando el rubro por daño moral que se establece -a la fecha del pronunciamiento recurrido- en la suma de $ 22.000 y el correspondiente a tratamiento psicológico que se estima en el monto de $ 3.000. 

Solicita la parte demandante que se admita el rubro reclamado en concepto de rubros de estadía y gastos de telefonía que se encuentra acreditado que debió permanecer en la Clínica del Sud. S.A. Río Cuarto y en la Clínica de Fracturas y Ortopedia de la ciudad de Mar del Plata, lo cual llevó a la realización de llamadas telefónicas de su conferente con sus familiares a los fines de anoticiarse del siniestro que dio origen a estas actuaciones. 

En realidad, este planteo había sido formulado en forma asaz genérica en el escrito de inicio ya que sólo se había indicado en el título de fs.71, punto a-2 e incorporado al rubro gastos de traslados y movilidad que fue reconocido por el magistrado de grado en la suma de $ 2.000.Se precisa ahora que el actor debió permanecer internado en las ciudades de Mar del Plata y de Río Cuarto aunque no determina la parte actora cuáles son los gastos a los que se refiere en relación al concepto de "estadía" ni obran en autos constancias que den cuenta de erogaciones concretas en ese sentido. En cuanto a los gastos de telefonía que han de haber sido mínimos estimo que deben considerarse incluidos dentro del monto indemnizatorio señalado precedentemente. 

IV.- La sentencia apelada fijó los intereses a la tasa del 8% anual desde la fecha del ilícito hasta el dictado del decisorio y desde allí hasta el efectivo pago a la tasa activa fijado por esta Cámara en el plenario de la causa "Samudio de Martínez Ladislaa c/ Transportes Doscientos Setenta S.A. s/daños y perjuicios" 
). De ello se agravia el Automóvil Club Argentino puesto que considera que en los casos de gastos por tratamiento psicológico, médicos y de traslado, los intereses deben liquidarse desde la fecha de la sentencia. 

Con fecha 20 de abril de 2009 el Tribunal en pleno dejó sin efecto la doctrina fijada en los fallos "Vázquez, Claudia Angélica c/ Bilbao, Walter y otros s/daños y perjuicios" 
 del 2/8/93 y "Alaniz, Ramona Evelia y otro c/ Transportes 123 SACI interno 200 s/ daños y perjuicios" 
 del 23/3/04, que lo ratificó, estableciendo como doctrina legal obligatoria la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina, la que debe computarse desde el inicio de la mora hasta el cumplimiento de la sentencia, salvo que su aplicación en el período transcurrido hasta el dictado de dicha sentencia implique una alteración del significado económico del capital de condena que configure un enriquecimiento indebido (conf.la referida sentencia plenaria en la causa "Samudio"). 

La Sala considera que se configura esa salvedad si la tasa activa mencionada se devengara desde el momento mismo de producido el evento dañoso y hasta el del efectivo pago, en la medida que coexista con indemnizaciones fijadas a valores actuales, puesto que tal proceder representaría lisa y llanamente un enriqueci​miento indebido en favor del acreedor y en detrimento del deudor, que la Justicia no puede convalidar. Es que, sin lugar a dudas, en tal caso se estaría computando dos veces la pérdida del valor adquisitivo de la moneda operado entre el hecho y la sentencia, cuando en esta se contemplan valores a la época de su dictado; en tanto la referida tasa capta, en cierta medida y entre otros elementos, la depreciación de la moneda. Esta es la doctrina que en forma reiterada aplicó la Sala, vigente la anterior doctrina plenaria, que había receptado la tasa pasiva. Dicho enriquecimiento, en mayor medida se configura con la activa, cuya aplicación ahora se recepta (ver fallos de esta Sala en causas 146.971 del 16-6-94, 144.844 del 27-6-94 y 148.184 del 2-8-94, 463.934 del 1-11-06 y 492.251 del 19-11-07, entre muchas otras; Borda, "Tratado de Derecho Civil - Obligaciones", 8a.ed., t.I pág.338 n 493; Casiello, "Los intereses y la deuda de valor [Doctrinas encontradas y una saludable evolución de la jurispruden​cia]", en L.L.151-864, en especial, pág.873 cap.V; Durañona y Vedia y Quintana Terán, "La depreciación de la moneda y los intereses", en J.A.1970-7-332, en especial, cap.V) esta Sala voto del Dr. Calatayud en c.522.330 del 21/4/09). 

Empero, como en el caso, la demandada consintió la sentencia que aplicó la tasa del 8% anual desde la producción del daño hasta la de la sentencia, que es algo mayor a la del 6% anual que aplica la Sala, en base a que la indemnización se fijó a valores de la época de su dictado, sólo cuadra propiciar que se confirme dicho pronunciamiento Ello así, puesto que de aplicarse el criterio de la Sala a que se hizo mención, se configuraría una reformatio in peius, que está fuera de las facultades del Tribunal, que debe limitarse a examinar las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a su decisión (art. 271 
, 278 
 y concordantes del Código Procesal). 

Por estas consideraciones y las propias del pronunciamiento recurrido, voto para que se confirme la sentencia en lo principal que decide y se la modifique en lo relativo a la proporción de la responsabilidad que corresponde a la parte actora que estimo en un 50 % debiendo el resto ser asumido por los demandados y López en los términos indicados en el pronunciamiento con la consiguiente reducción de los montos netos calculados por el juez de grado. Las costas se imponen a los demandados que cuestionaron la responsabilidad que se le atribuyó en la sentencia (art. 68 
 del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Calatayud y Dupuis por análogas razones a las expuestas por el Dr. Racimo, votaron en el mismo sentido. Con lo que terminó el acto. FERNANDO M. RACIMO. MARIO P. CALATAYUD. JUAN CARLOS G. DUPUIS. 

Este Acuerdo obra en las páginas Nº a Nº del Libro de Acuerdos de la Sala "E" de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

Buenos Aires, noviembre de 2010 

Y VISTOS: 

En atención a lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, se confirma la sentencia en lo principal que decide y se la modifica en la proporción que deberá asumir el daño la parte actora que se establece en el 50 % con la consiguiente reducción de los montos netos establecidos en la sentencia. Con costas a los demandados vencidos y al tercero citado López (art. 68 del Código Procesal). Notifíquese y devuélvase


